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Resumen:
La crisis económica del año 1990 encontró a los trabajadores de la provincia de Jujuy organizados en torno al Frente de Gremios Estatales, desde donde Carlos “el perro” Santillán ganaría el protagonismo que lo mantendría al frente de las luchas populares en toda la década venidera. En un marco de creciente conflictividad, el día 25 de octubre se daría el autodenominado “Cabildo Abierto” que concentraría en el estadio de futbol La Tablada a más de 25mil personas, obligando a la renuncia del gobernador.

Habiendo analizado ya en otras jornadas los aspectos centrales de este proceso, y su vinculación o incidencia en un nuevo ciclo de protesta tanto provincial como nacional, en esta oportunidad nos centraremos en el fin -veremos que relativo- del conflicto, un cierre abrupto en el que parece haber sido poco lo conseguido para una movilización y articulación de tal envergadura. Abordaremos, tomando algunas herramientas gramscianas para el análisis, distintos aspectos que configuran el motivo de la vuelta a la institucionalidad y la desmovilización temporal de la multisectorial: el momento alcanzado en las relaciones de fuerza según la heterogeneidad y articulación de las demandas, el vínculo entre los dirigentes y el nuevo gobierno, los planteamientos previos a la renuncia, la configuración de clase y la no encarnadura de la posibilidad de toma del gobierno por parte de los sectores movilizados a partir de distintos factores coyunturales, entre otros. 

Ponencia:
El error en que se cae frecuentemente en el análisis histórico-político consiste en no saber encontrar la relación justa entre lo orgánico y lo ocasional. (…) En un caso se tiene un exceso de “economicismo” o de doctrinarismo pedante; en el otro, un exceso de “ideologismo”; en un caso se sobreestiman las causas mecánicas, en el otro se exalta el elemento voluntarista e individual. 
Antonio Gramsci.

Las medidas de lucha generan el conflicto pero no son la causa o la explicación del mismo. Es en la articulación entre el motivo o reclamo y la práctica de lucha donde puede analizarse el efecto de las estructuras sobre sus soportes y arrojar luz sobre el proceso de formación de clase.
 Marcelo Gomez. 

El presente trabajo forma parte de la investigación para la tesis de licenciatura en historia -ya finalizada-, por lo que han sido presentados en otras jornadas de discusión académica los aspectos y desarrollos centrales de este proceso. Si bien se realizará, una breve mención de los mismos, en esta ocasión he de centrarme en las conclusiones derivadas de la investigación.

Respecto del primer punto, el objeto de estudio de esta investigación se desarrolló en torno al autodenominado “cabildo abierto”. Acaecido el 25 de octubre de 1990 en San Salvador de Jujuy, se trató de un encuentro que reunió en el estadio de futbol “La Tablada” a más de 25 mil personas fruto de una amplísima articulación social. El proceso fue motorizado por el Frente de Gremios Estatales y, dentro de este, conducido en gran medida por el Sindicato de Empleados y Obreros Municipales (SEOM) en el cual Carlos “el Perro” Santillán comenzaba a destacarse como figura central del sindicalismo local. Sería la cosecha de una siembra iniciada tres años antes, un proceso de resistencia novedoso que logró quebrar desde los cimientos un gobierno cuyas políticas anunciaban ya la debacle neoliberal. El inicio del recorte del objeto estuvo delimitado por el “basurazo”, una medida de fuerza impulsada por el SEOM en agosto de 1987 que, continuada con la demanda de una ley de enganche salarial, representó un quiebre en el camino de la articulación y las nuevas formas de protesta. Durante los años de 1988 y 1989 la conflictividad local iría en aumento impulsada por el deterioro salarial que, si bien se daba a nivel nacional, en la provincia encontraría una extrema agudización debido a un condicionamiento económico fundamental: el crecimiento exponencial de la planta estatal y la simultanea reducción de los ingresos por coparticipación federal en una provincia que, estructurada en grandes latifundios con escasos aportes al erario público, dependía en demasía de ella para pagar cada vez más salarios. En este camino iría conformándose una articulación social que podemos sintetizar de la siguiente manera: SEOM - otros gremios estatales de capital - Frente de Gremios Estatales - CGT - gremios del interior provincial - estudiantes universitarios - colegios de profesionales - centros vecinales - sectores del pequeño comercio - multisectorial - iglesia. Finalmente, ya en 1990, sería esta multisectorial, conformada por 23 organizaciones entre los sectores descriptos, la que convocaría al cabildo abierto. En él se elaboró un importante documento que da cuenta de una gran amplitud de demandas, fruto de la articulación social, y se exigía la reanuncia del gobernador peronista Ricardo De Aparici. Este hecho tardaría una semana en concretarse, durante la cual se llevarían adelante grandes manifestaciones y enfrentamientos. Concretada la renuncia del gobernador, la vuelta a la institucionalidad sería inmediata, produciéndose un abrupto freno a la lucha. De todas maneras, las estructuras y formas de protestas nacidas en estos tres años, así como la crisis de gobierno, se mantendrían durante toda la década, en la cual cuatro gobernadores caerían por la protesta popular.
Comenzando entonces con el análisis de este proceso vemos que, como se cita en el epígrafe, la relación entre lo orgánico-estructural y lo coyuntural-ocasional configura un desafío fundamental para su comprensión. Así, en cuanto al primer aspecto, destacamos que las condiciones para el estallido social estaban dadas en la provincia con anterioridad a otras regiones o al aspecto nacional. Lo esencial ha sido ya descripto: la crisis económica a partir de la reducción de la coparticipación, generada por una nueva ley que otorgaba mayores recursos a las provincias (coparticipación primaria) pero en la distribución entre éstas (coparticipación secundaria) reducía considerablemente los ingresos para Jujuy;  sumada al aumento de la planta estatal, que pasó de 23563 empleados en 1983 a 42120 en 1989, siendo el aumento en este último año -en el que se cambiaba la ley de coparticipación- cercano a 7000 trabajadores.
 Esta crisis, que por supuesto no puede escindirse del desarrollo nacional que aquí omitimos, llevó al gobierno a afectar intereses de distintos sectores: empleados estatales por el atraso salarial, acreedores del estado por falta de pagos, pequeños comerciantes por la drástica reducción del consumo, etc. Ante este condicionamiento, el recién asumido Ricardo De Aparici optó por un fuerte ajuste y contracción del gasto público, sobre todo al alinearse con las políticas económicas neoliberales asumidas en el inicio del gobierno de Carlos Menem. 
Mas los movimientos coyunturales desempeñaron un papel fundamental en el desarrollo de esta lucha. Presentamos este análisis -como se expresa también en el epígrafe- a partir de la articulación entre las políticas de gobierno que afectan a los sectores movilizados, los reclamos o demandas que éstos presentan ante dichas políticas, y las medidas de lucha que llevan adelante para enfrentarlas.
 
Decíamos entonces que las políticas de gobierno se centraron en el ajuste. Agregamos que el gobierno de De Aparici se encontraba en una débil posición interna dentro del Partido Justicialista, habiendo apoyado a Cafiero en las elecciones internas y generado una corriente al interior del partido en oposición a Carlos Snopek, jerarca local del peronismo con ya más de tres décadas en la escena pública. Producido el triunfo de Menem, buscó rápidamente colocarse en sus filas, adoptando la política de ajuste y privatización. Es necesario recordar entonces que, a la fecha del cabildo abierto, se habían producido ya: las leyes de Reforma del Estado y de Emergencia Económica, las leyes de indulto, la reforma tributaria y el aumento del IVA, los planes económicos de Bunge y Born, el congelamiento de las partidas presupuestarias a las provincias que no apliquen el ajuste, las primeras leyes de flexibilidad laboral, el comienzo de las privatizaciones (una de las industrias más importante de la provincia, la acerera Altos Hornos Zapla, había reducido su planta de 8000 a 2000 empleados entre 1989 y 1991 como inicio de la privatización), y la reglamentación del derecho de huelga entre otras políticas.

Así las cosas, los reclamos y demandas del movimiento obrero estatal, en consonancia con otros sectores populares afectados por la crisis, presentaron una inusitada amplitud, siendo naturalmente el reclamo salarial la base que le dio impulso. Ya en el primer párrafo del “Documento de la Multisectorial para el Cabildo Abierto” vemos que quienes escriben se sitúan como “parte esencial del pueblo jujeño”, el cual se encuentra “inserto en una profunda crisis política y moral” antes -o más allá de- la crisis económica.
 El énfasis no está puesto ya -como en los primeros documentos- ni en el sector obrero estatal, ni en sus demandas corporativas. Vemos que un conjunto de demandas se encuentran sintetizadas y estructuradas en el documento. Encontramos reivindicaciones y propuestas para el sistema económico, como la exigencia de una reforma a la Ley Impositiva, los principios para una política de gastos públicos, principios de desarrollo de empleo y de reestructuración del Estado, etc. También para una reestructuración de la salud pública centrada en la idea de “promoción de la salud”. El establecimiento de una serie de bases para una educación popular, denunciando el proceso privatizador y la desvalorización del rol docente; y un análisis de la obra pública, estableciendo cuáles deberían ser las prioritarias y de dónde obtener los fondos para su realización. Si a ello agregamos el seguimiento discursivo de los referentes de los distintos sectores efectuado durante la investigación, vemos que la idea promisoria de multisectorialidad estuvo muy presente durante el proceso estudiado. Y, por supuesto, el plano de las acciones, con la realización del cabildo abierto como cima, así parece ratificarlo. Asimismo, el proceso demuestra que no se trataron de consignas esgrimidas desde sectores partidarios carentes de una encarnadura en los obreros, maestros y maestras, profesionales, estudiantes, etc.; sino que, por el contrario, se constituyeron a partir de una síntesis de sus demandas. 

Pero valga puntualizar algunos aspectos centrales del marco teórico adoptado para continuar. En el análisis sobre la relación de fuerzas, Gramsci reconoce una serie de momentos generales: uno estructural, uno político y uno militar. Nos valimos de este momento político, el cual aparece subdividido según el grado de autoconciencia, homogeneidad y organización colectiva alcanzada: un momento económico-corporativo, sólo a un nivel de unidad homogénea del grupo profesional;  un segundo momento cuya solidaridad alcanza a todo el grupo social pero sólo en lo económico; y un tercer momento en el que se superan los límites del grupo social, alcanzando a otros sectores subordinados. Este corresponde a la fase estrictamente política, cuando las ideologías entran en pugna como “partidos”, hasta crear la hegemonía de un grupo social.
  Marcelo Gomez, investigador de la Universidad de Quilmes, identifica -tomando esta base gramsciana- tres niveles reivindicativos de la lucha obrera: uno estructural en cuanto al uso y reproducción de la fuerza de trabajo, el cual comprende a las reivindicaciones por estabilidad laboral, por salario y por condiciones de trabajo; uno corporativo en cuanto al desarrollo de las capacidades organizativas, es decir protección jurídica, eficacia y accionar de las instituciones sindicales, legitimidad, etc.; y uno político en cuanto a la potencialidad de las prácticas: la inclusión de demandas externas, reivindicaciones generales como la resistencia al modelo económico, etc.
  
 
Si abordamos el análisis desde estas herramientas, vemos que durante el período aquí estudiado se fueron superando los niveles reivindicativos hasta alcanzar la disputa política. Tomamos como punto de partida el año 1987, por considerar que en este año germina todo el proceso a partir de las medidas de luchas llevadas adelante principalmente por el SEOM. En este primer período, las reivindicaciones se condicen con las descriptas para el nivel estructural o “económico-reivindicativo”: estabilidad laboral, salario, condiciones de trabajo, etc. Asimismo la articulación, de existir, queda restringida a algunos gremios cercanos. A partir del siguiente año se estructura y consolida la columna vertebral de la protesta: el Frente de Gremios Estatales. Las reivindicaciones se mantienen, pero sin duda las capacidades organizativas del sector dan un salto cualitativo a partir de una articulación más amplia hacia todo el abanico gremial-estatal (incluida la central obrera) y hacia el interior de la provincia. Así, el momento “económico-corporativo” da cuenta de la capacidad y eficacia del accionar de las instituciones gremiales y los grados de legitimidad adquiridos, expandiendo los recursos defensivos de la clase. Por último, para 1990 dicha capacidad se extiende para incluir demandas de otros sectores sociales, así como reivindicaciones de carácter general en cuanto al “modelo político”, “la ética de gobierno”, “el sistema económico”, etc. Se alcanza así, en principio, el “accionar político” de la clase en la tipificación de Gómez.


Ahora bien, el cabildo abierto, a pesar se su magnitud y la relativa victoria en cuanto a la expulsión del gobernador, no logra constituirse en una fuerza política. La vuelta a la institucionalidad se dio de un modo abrupto, asumiendo el vicegobernador Huascar Alderete el mando del ejecutivo. Solo se incorporó al equipo económico de gobierno un representante del cabildo para elaborar una nueva ley impositiva que afecte las grandes propiedades latifundista, ley que se promulgaría vaciada de su contenido original y sin lograr su cometido. En primer lugar hemos de remarcar que el marco de análisis gramsciano no es abordado como un modelo de lucha, un camino que los sectores movilizados debían tomar y no lo hicieron; los procesos de lucha se constituyen a sí mismos en la experiencia y no rinden cuentas a modelos. Tomamos sí una herramienta de análisis para pensar el por qué una movilización de tal magnitud no logró grandes resultados. A este respecto,  consideramos que si bien hubo aquí disputa política, no lo fue en el sentido de la posibilidad de vencer y gobernar, sino en la de frenar acciones de gobierno, destituir gobiernos, y superar las reivindicaciones meramente económicas. En este sentido, sugerimos que los factores que llevaron a un freno abrupto de la lucha, a la imposibilidad de tomar una casa de gobierno acéfala y sin custodia, que los entrevistados centran en el error de la conducción o dirigencia del proceso (el “núcleo duro” del Frente motorizado por el SEOM) fueron variados: la cercanía de la última dictadura militar, la ruptura con formas pasadas de protesta, la lejanía de la provincia del centro de poder, la correlación desfavorable de fuerzas a nivel nacional, la no discusión en los sectores movilizados respecto a las medidas a seguir de lograrse la caída del gobernador, la diversidad de sectores e intereses en la articulación, y la negociación e incorporación de miembros del bloque contrahegemónico al gobierno. Retomamos algunos de estos puntos al analizar las medidas de protesta.
Pero recordamos también que la abrupta vuelta a la institucionalidad tampoco significó la reconstrucción de la hegemonía de los sectores dominantes, sino que este “interregno”, aquí abordado para el período de acefalía constituido por el poder contrahegemónico del cabildo abierto y el desprestigio de los sectores gobernantes, habría de prolongarse por casi diez años más. Toda la década transcurriría en esta dinámica, viendo el sillón de la Casa de Gobierno desfilar a ocho gobernadores en diez años, cuatro de los cuales debieron marcharse por la movilización popular. El período aquí abordado representa el nacimiento de esta crisis, de sus estructuras de protesta y de los nuevos liderazgos.
Respecto de las medidas de lucha, tercer punto en la triada “política-reclamo-medida”, vemos que fueron variadas y fundamentalmente novedosas: concentraciones y movilizaciones masivas, cortes de rutas y puentes en la ciudad, paros con diversas modalidades -donde comenzaba a practicarse la noción de paro activo por sobre  los “paros domingueros”-, ocupaciones de edificios públicos, huelgas de hambre, sentadas en colegios y hospitales, “largas marchas” desde el interior a la capital, elaboración de documentos y proclamas con una importante amplitud de demandas, banderasos, ollas populares, acampes, etc. Pero el marco de originalidad en los repertorios de lucha no estuvo dado sólo por las acciones novedosas, o por tomar de otros sectores medidas tradicionalmente ajenas al movimiento obrero -como el caso de la huelga de hambre- sino también por imprimir nuevos sentidos y características a modalidades tradicionales. Vemos que la preocupación por la novedad en los repertorios de lucha fue una constante en todo el proceso. El aspecto cultural se hizo presente en cada acción de lucha, y no podemos ignorar que se trata de una modalidad distinta a los medios tradicionales del movimiento obrero y de la izquierda. Un último aspecto a destacar es lo referente a la simbología utilizada por los gremialistas, en especial por el Perro Santillán. Éstos buscaron adoptar en su imagen un reflejo de su condición de dirigentes de base, en contraposición a la visión clásica de los “gordos de chaqueta” del sindicalismo. Cualquiera que haya transitado los 90` recordará la bincha en la frente y la muñequera en el puño en alto que dominaban las imágenes que desde Jujuy recorrieron el país. Es en todo ello que percibimos la ruptura con las formas de lucha pasadas que, sumadas a la presencia de los “dos demonios” de la visión oficial de la dictadura, a riesgo de caer en uno, y a las condiciones desfavorables a nivel nacional, configuraron una no encarnadura respecto de la “toma del poder” en los sectores movilizados. 
Para finalizar, hemos insinuado ya que este proceso se sitúa en la frontera de dos momentos disímiles en la forma, composición, características y desarrollo de las luchas obreras a nivel nacional: en primer lugar el período alfonsinista, con la recuperación de la democracia formal y las disputas para su instrumentación a nivel gremial, en un marco de creciente degradación salarial. Período éste caracterizado por una gran cantidad de conflictos obreros generalmente reducidos a nivel de fábrica, aislados de otros sectores sociales, y con medidas radicalizadas de acción directa que no se alejaron del repertorio clásico de la lucha obrera. Por otro lado, encontramos las formas organizativas de resistencia a la implementación del plan neoliberal privatizador impulsado por Carlos Menem, donde la amplitud de las articulaciones sociales, devenidas en “puebladas”, los nuevos repertorios de lucha, la reestructuración y realineamiento del movimiento obrero y la aparición del movimiento piquetero -entre otras características- configuran un panorama claramente diferenciado del período anterior. Desde los análisis históricos, pero también desde los espacios y memorias militantes, se ha tendido a ubicar en el “santiagueñazo” de 1993 el pasaje de un ciclo de protesta a otro. Esto ha alimentado una visión según la cual los primeros pasos del plan privatizador se efectuaron con un relativo consenso social, en una “fase descendente de la lucha”.
 Si bien, atendiendo a los marcos espaciales de la ponencia, hemos solo nombrado los aspectos centrales de este proceso de lucha, vemos que con las especificidades del caso, tanto las políticas implementadas a las que se resistía, como las formas que fue adquiriendo dicha resistencia, se relacionan con un proceso de lucha y organización tendientes a contrarrestar los efectos de la política neoliberal privatizadora del menemismo. Asimismo, en el año de 1990, además de la caída de Ricardo De Aparici en Jujuy, se produjeron las de de Ricardo Jaime Del Val en Santa Cruz, Néstor Perl en Chubut y Ramón Saadi en Catamarca, y en 1992 la de Jorge Alberto Escobar en San Juan. Creemos que determinar cuáles fueron las características de estos y otros conflictos previos al santiagueñazo, e integrarlas en un estudio comparativo, nos daría una comprensión más acabada de la gestación de la nueva resistencia en nuestra historia reciente, la cual quizá no se haya hecho esperar tanto como la “fase descendente de la lucha” lo sugiere.
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